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Resumen

El incremento en el uso de medios electrónicos en las relaciones con 
la Administración pública ha sido una de las principales consecuencias de 
la crisis ocasionada por el COVID-19. Sin embargo, aun cuando el marco 
legislativo ya se encontraba suficientemente adaptado para tramitar de forma 
completa todas las actuaciones administrativas, en muchos casos los muni-
cipios no se encontraban en condiciones de hacer frente a este desafío. En 
este trabajo se explica el alcance de las obligaciones legales en materia de 
administración electrónica desde la perspectiva organizativa, se analizan las 
razones por las cuales no ha sido posible dar respuesta al reto de utilizar me-
dios electrónicos de manera exclusiva y, finalmente, se ofrece una reflexión 
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final acerca del cambio de perspectiva necesario para abordar definitivamente 
la transformación digital de la gestión administrativa municipal.

Palabras clave: administración electrónica; transformación digital; 
COVID-19; procedimiento administrativo; órganos colegiados.
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Abstract

The development of the E-Administration has been one of the main con-
sequences of the crisis brought by the COVID-19. However, even though the 
Spanish legislative framework was already adapted to fully handle all ad-
ministrative actions, in many cases municipalities were not able to meet this 
challenge. This article explains the scope of the legal obligations regarding 
E-Administration from an organizational perspective, it analyses the reasons 
why it has not been possible to face the challenge of using electronic means 
exclusively and, finally, it provides a final consideration of the necessary 
change of approach required to definitively tackle the digital transformation 
of municipal administrative activities.

Keywords: E-Administration; digital transformation; COVID-19; ad-
ministrative process; collegiate bodies.

1
Las consecuencias inmediatas de la pandemia: el confinamiento 
y el cierre de las oficinas administrativas: ¿el momento de la 
administración electrónica?
Cuando en marzo de 2020 se declaró el estado de alarma se generó una situa-
ción de incertidumbre condicionada sustancialmente por dos medidas adop-
tadas en base a razones de salud pública tratando de impedir la propagación 
del virus: el confinamiento domiciliario y el cierre de los espacios de trabajo 
presencial. En consecuencia, las tecnologías de la información y la comunica-
ción se convirtieron en la tabla de salvación frente a una realidad tozuda que, 
como el tiempo ha demostrado, no solo había generado una crisis estricta-
mente sanitaria, sino que, por lo que interesa al objeto de este trabajo, serviría 
para evidenciar cuál era el nivel real de implantación de la administración 
electrónica en el ámbito municipal.
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En concreto, ante las limitaciones que impedían o, cuando menos, limi-
taban drásticamente el desplazamiento a las oficinas administrativas por parte 
del personal y de la ciudadanía, los medios telemáticos ofrecían la posibili-
dad de seguir cumpliendo las obligaciones, así como ejerciendo los derechos 
y, en general, continuar con las tramitaciones administrativas sin mayores 
dificultades. Sin embargo, en la declaración del estado de alarma nada se 
contemplaba acerca del cumplimiento de las obligaciones profesionales por 
parte del personal al servicio de las administraciones públicas, ni tampoco 
de las autoridades y de aquellas personas que ocupaban la titularidad de ór-
ganos administrativos, ya fueran unipersonales o colegiados. En el caso de 
estos últimos el desafío era todavía mayor ya que, por definición, exigen la 
concurrencia de varias personas físicas de manera simultánea como requisi-
to básico para su válida constitución y funcionamiento. En definitiva, solo 
cabía entender que la salida fuera del domicilio para acudir a la sede de la 
correspondiente Administración estuviese amparada en la excepción relativa 
al “desplazamiento al lugar de trabajo para efectuar su prestación laboral, 
profesional o empresarial”, salvo que la actividad correspondiente pudiera 
llevarse a cabo normalmente a través de herramientas tecnológicas.

Se abría, por tanto, una magnífica oportunidad para comprobar si el enor-
me esfuerzo inversor y modernizador realizado para poner en marcha el uso 
de medios electrónicos en la actividad municipal había merecido realmente la 
pena. Y, en particular, hasta qué punto se disponía de un marco legislativo su-
ficientemente adaptado a los retos y desafíos que supone el uso intensivo de la 
tecnología en el ámbito administrativo, transcurridas ya dos décadas del siglo 
XXI, cuando la mayor parte de las actividades —comerciales, bancarias, de 
ocio…— se realizan habitualmente por medios electrónicos.

Sin embargo, como se enfatizara tempranamente recién iniciado el nue-
vo siglo, la administración electrónica —y principalmente en el ámbito mu-
nicipal, aunque no de manera exclusiva— era ya entonces una oportunidad 
“para transformar la organización y adaptarla a los requisitos que supone con-
figurar una Administración receptiva, relacional, transparente, ágil, flexible y 
orientada a las necesidades de los ciudadanos”; si bien ya entonces se advertía 
del peligro que suponía “dejarse llevar por las modas de las tecnologías sin 
reflexionar de manera estratégica sobre los objetivos y contenidos reales que 
pretenden dar a cualquier proyecto que utiliza las TIC como herramienta”1.

1.  Criado Grande, J. I. y Ramilo Araujo, M.ª C., “e-administración: ¿Un reto o una 
nueva moda? Problemas y perspectivas de futuro en torno a Internet y las tecnologías de 
la información y la comunicación en las administraciones públicas del siglo XXI”, Revista 
Vasca de Administración Pública, núm. 61, 2001, p. 35.
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Ya desde el primer momento de la crisis generada por el COVID-19, la 
respuesta a nivel jurídico consistió en la suspensión de los plazos adminis-
trativos durante la vigencia del estado de alarma y sus prórrogas2, puesto que 
la limitación circulatoria acordada no contemplaba entre sus excepciones la 
necesidad de realizar actuaciones administrativas. Un año después, con limi-
taciones mucho más reducidas y a pesar del notable incremento cuantitativo 
en el número de trámites electrónicos realizados durante este período, todavía 
persisten buena parte de las dificultades existentes con anterioridad. Incluso 
se han terminado por consolidar ciertas prácticas realmente injustificables, tal 
y como sucede singularmente con la necesidad de solicitar —y obtener, que 
aquí puede estar la principal dificultad ya que puede demorarse varias sema-
nas— una cita previa simplemente para presentar un escrito ante una oficina 
municipal de asistencia en materia de registro; lo que resulta especialmente 
grave en el caso de las personas físicas, quienes, según la legislación básica, 
en principio no tienen obligación de utilizar medios telemáticos en sus rela-
ciones con la Administración… a pesar de la crisis sanitaria.

2 
¿Estaba preparada la Administración municipal? Una tormenta 
perfecta tras una historia legislativa plagada de incoherencias e 
incumplimientos
Ante la constatación de esta realidad, salvo numerosas excepciones de res-
puesta ejemplar ante una situación excepcional y su posterior evolución du-
rante los doce meses siguientes, no puede dejar de plantearse la duda acerca 
del nivel implantación de la administración electrónica en el ámbito munici-
pal en España, sobre todo si tenemos en cuenta que no se trataba de una no-
vedad legislativa de reciente aparición a la que fuera imposible hacer frente. 
Dado que el análisis que vamos a realizar será exclusivamente de carácter 
jurídico, procede partir de una premisa insoslayable, esto es, determinar los 
principales hitos del marco normativo en esta materia desde la perspectiva de 
su efectiva exigibilidad.

La regulación del uso de medios electrónicos en la actividad administra-
tiva aparece por primera vez en la legislación básica en el año 1992, si bien es 
cierto que hasta 2001 no se adoptan las bases para garantizar el uso de la tec-
nología en la gestión interna y, sobre todo, en las relaciones telemáticas que 
permitieran la presentación de escritos y la recepción de notificaciones. En 

2.  Véase la disposición adicional tercera del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, 
por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19.
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todo caso, más allá de reformas puntuales que permitieron seguir avanzando 
en la modernización tecnológica de nuestras administraciones públicas, no 
fue hasta la aprobación de la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electró-
nico de los ciudadanos a los servicios públicos (en adelante, LAE), cuando 
por primera vez se estableció un marco legislativo que tuviese por objeto 
el conjunto de la actividad administrativa y, sobre todo, dicha regulación se 
sustentaba (artículo 6 LAE) en el derecho a relacionarse con la Administra-
ción pública utilizando medios electrónicos. Sin embargo, la “letra pequeña” 
escondía una limitación que, a la postre, ha resultado ser definitiva como ya 
se advirtiera3, dificultando la plena implantación de la administración electró-
nica municipal, ya que el alcance de las obligaciones quedaba supeditado en 
dicho ámbito —aunque también en el autonómico— a que lo permitieran las 
disponibilidades presupuestarias del respectivo municipio, si bien es cierto 
que al mismo tiempo se habilitaba a las diputaciones provinciales para prestar 
los servicios necesarios a tal efecto4. 

Con la reforma de 2015 en materia de procedimiento administrativo y ré-
gimen jurídico del sector público culminaba el proceso legislativo, si bien la 
entrada en vigor de algunas de las previsiones principales de la Ley 39/2015, 
de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administra-
ciones Públicas (en adelante, LPAC), se retrasó ya inicialmente5. Más allá de 
la polémica acerca de la vigencia de las previsiones de la LAE con relación 
a los registros electrónicos en cuanto que exigencia elemental para la presen-
tación de escritos, solicitudes y comunicaciones6, lo cierto es que el resto de 

3.  Martín Delgado, I., “Del riesgo de paralización en la implantación de la administra-
ción electrónica”, Actualidad jurídica Aranzadi, núm. 781, 2009, pp. 1 a 9.

4.  A este respecto, véase la disposición final tercera de dicha Ley, que fue modificada a 
través de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, haciendo más exigente la regulación. Dos años más 
tarde, en un intento de reforzar el derecho a utilizar medios electrónicos, mediante la Ley 
27/2013, de 27 de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la Administración Local, 
se atribuye a las diputaciones provinciales la prestación de los servicios de administración 
electrónica en los municipios con población inferior a 20 000 habitantes.

En todo caso, este cambio de paradigma habría requerido una total implicación de las 
diputaciones provinciales no solo en términos de asistencia económica, sino también de es-
trategia y coordinación (Colón de Carvajal, B., “El papel instrumental de las diputaciones 
provinciales en la consecución de los objetivos normativos”, en AA. VV., El procedimiento 
administrativo local tras la Ley 39/2015, Wolters Kluwer-El Consultor, 2016, p. 800).

5.  En concreto, según la disposición final séptima hasta 2018 no entraban en vigor “las 
previsiones relativas al registro electrónico de apoderamientos, registro electrónico, registro 
de empleados públicos habilitados, punto de acceso general electrónico de la Administración 
y archivo único electrónico”. Esta medida se prorrogó hasta el 2 de octubre de 2020 y, poste-
riormente, hasta el 2 de abril de 2021.

6.  Al amparo de la regulación de 2007 todas las administraciones, incluyendo las muni-
cipales, debían ya disponer de un registro electrónico, de manera que, aunque las previsiones 
de la LPAC sobre esta materia no fueran de aplicación hasta el 2 de abril de 2021, dichas 



Fundación Democracia y Gobierno Local · Institut de Dret Públic318 Anuario del Gobierno Local  2020

El uso de medios electrónicos ante la crisis del COVID-19 desde la perspectiva de la organización...

las medidas adoptadas con la reforma de 2015 se encuentran en vigor desde 
2016, si bien su efectiva aplicación práctica ha sido muy desigual, sobre todo 
por lo que se refiere a las administraciones locales. Por lo que se refiere es-
pecíficamente al ámbito municipal, el artículo 70 bis de la Ley 7/1985, de 
2 de abril, de Bases del Régimen Local (en adelante, LBRL), ya desde la 
reforma operada en el año 2003, estableció el deber municipal de impulsar el 
uso de las tecnologías de la información y la comunicación para, entre otras 
finalidades, facilitar “la presentación de documentos y para la realización de 
trámites administrativos”, así como la colaboración de diputaciones, cabildos 
y consejos insulares a tal efecto. En todo caso, conviene no olvidar que el ar-
tículo 157 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público (en adelante, LRJSP), contempla la puesta a disposición por parte de 
las administraciones públicas de sus propias aplicaciones a fin de facilitar a 
otras entidades el cumplimiento de sus obligaciones legales, previsión que ha 
tenido un éxito importante en algunos relevantes proyectos del ámbito local7.

En conclusión, con el matiz antes referido acerca de algunos instrumen-
tos contemplados en la LPAC, en marzo de 2020 la Administración munici-
pal —bien directamente, bien a través del soporte y la colaboración prestada 
por otras entidades— estaba legalmente obligada a disponer de los medios 
adecuados para tramitar todos los procedimientos por medios electrónicos y, 
asimismo, facilitar las comunicaciones telemáticas con la ciudadanía, tanto 
por lo que se refiere a la presentación de escritos como a la práctica de las 
notificaciones. Aunque no procede en este trabajo adentrarse en los entresijos 
del teletrabajo8, si el personal municipal siguió desarrollando su trabajo a 
distancia y, en su caso, presencialmente, ¿por qué no se trasladó toda la acti-

herramientas tenían ya que existir y su regulación sería transitoriamente la establecida por 
la LAE. Sobre esta idea, cfr. Rego Blanco, M.ª D., “La presentación de solicitudes, escritos 
y documentos ante las administraciones públicas”, en Gamero Casado, E. (dir.), Tratado 
de procedimiento administrativo común y régimen jurídico básico del sector público, vol. 
I, Tirant lo Blanch, Valencia, 2017, pp. 1000 y 1001; Martínez Gutiérrez, R., El régimen 
jurídico del nuevo procedimiento administrativo común, Aranzadi, Cizur Menor, 2018, pp. 
204 y 205; así como Menéndez Sebastián, E., “El procedimiento administrativo electrónico”, 
en Fernández Villazón, L. A., Derecho y nuevas tecnologías, Civitas, Cizur Menor, 2020, 
pp. 664 y 665. En este mismo sentido, aunque referida a un procedimiento tributario, véase 
la Sentencia 443/2019 de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de 
Justicia de la Región de Murcia, Sección 2.ª, de 15 de julio (ECLI:ES:TSJMU:2019:1715).

7.  Es el caso, singularmente, de la Diputación de Albacete, cuya plataforma 
SEDIPUALB@ se utiliza por numerosos municipios, buena parte de los cuales se encuentran 
ubicados geográficamente en otras comunidades autónomas. Véase https://www.sedipualba.
es/reconocimientos/ (último acceso: 30 de marzo de 2021).

8.  Mediante el Real Decreto-ley 29/2020, de 29 de septiembre, se ha reformado el Real 
Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la 
Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, a fin de incorporar las condiciones básicas 
que dan soporte jurídico al teletrabajo en el sector público.
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vidad municipal al entorno digital? En muchos casos la respuesta es más que 
evidente: aun disponiendo de las herramientas de gestión adecuadas, ni exis-
tían los medios técnicos adecuados que permitiesen que las conexiones tele-
máticas se realizaran con la seguridad necesaria ni, por otra parte, se habían 
dictado las instrucciones necesarias ni aprobado las ordenanzas que hicieran 
posible el efectivo cumplimiento de este reto organizativo.

3 
El uso de medios electrónicos en las sesiones de los órganos 
colegiados de gobierno municipales: nada nuevo bajo el sol
El uso de medios electrónicos en la convocatoria y el funcionamiento de las 
sesiones de los órganos colegiados ya se encontraba previsto en la legislación 
de 20079, si bien con la reforma de 2015 adquirió una mayor consistencia y 
se estableció una regulación específica más detallada. En concreto, la nueva 
regulación trató de impulsar el uso de medios electrónicos no solo en la con-
vocatoria y los actos de comunicación, sino incluso en la celebración de la 
sesión misma y su documentación10, siendo buena parte de sus previsiones de 
carácter básico y, por tanto, aplicables en el ámbito municipal. En particular, 
el artículo 17.1 de la LRJSP prevé que “todos los órganos colegiados se po-
drán constituir, convocar, celebrar sus sesiones, adoptar acuerdos y remitir 
actas tanto de forma presencial como a distancia, salvo que su reglamento 
interno recoja expresa y excepcionalmente lo contrario”, de manera que “en 
las sesiones que celebren los órganos colegiados a distancia, sus miembros 
podrán encontrarse en distintos lugares siempre y cuando se asegure por me-
dios electrónicos, considerándose también tales los telefónicos, y audiovi-
suales, la identidad de los miembros o personas que los suplan, el contenido 
de sus manifestaciones, el momento en que estas se producen, así como la 
interactividad e intercomunicación entre ellos en tiempo real y la disponibi-
lidad de los medios durante la sesión”. Además, por lo que se refiere al acta, 
el artículo 18 LRJSP contempla la grabación de la sesión, de modo que “el 
fichero resultante de la grabación, junto con la certificación expedida por el 
secretario de la autenticidad e integridad del mismo, y cuantos documentos 
en soporte electrónico se utilizasen como documentos de la sesión, podrán 

9.  La disposición adicional primera LAE se limitó a contemplar que pudieran reunirse y 
adoptar acuerdos utilizando medios electrónicos, sin establecer singularidad alguna respecto 
de los órganos colegiados de gobierno.

10.  Valero Torrijos, J., “Los órganos administrativos”, en Gamero Casado, E. (dir.), 
Tratado de procedimiento administrativo común y régimen jurídico básico del sector públi-
co, vol. II, Tirant lo Blanch, Valencia, 2017, p. 2731.
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acompañar al acta de las sesiones, sin necesidad de hacer constar en ella los 
puntos principales de las deliberaciones”.

Sin embargo, tal y como advierte la disposición adicional vigesimopri-
mera LRJSP, esta regulación no resulta de aplicación a los órganos colegiados 
de gobierno locales. En consecuencia, con la aprobación de la nueva legis-
lación básica se suscitó la duda sobre la posibilidad de que dichos órganos 
pudieran celebrar sus sesiones utilizando medios telemáticos, sobre todo si 
tenemos en cuenta que en ciertas ocasiones sus miembros no podían asistir 
por causas personales plenamente justificadas; y, por tanto, dado el carácter 
personalísimo en la titularidad del órgano colegiado como consecuencia de su 
naturaleza electiva, tampoco cabía plantear la sustitución temporal mientras 
dichas circunstancias siguieran impidiendo la participación en las sesiones.

A este respecto, aunque con anterioridad al estallido de la pandemia se 
llegaron a formular algunas propuestas incluso en sede parlamentaria11, lo 
cierto es que la regulación estatal básica de régimen local no contemplaba en 
aquel momento previsiones específicas al respecto, si bien en algunos casos 
se habían adoptado por parte del legislador autonómico12 y del respectivo 
reglamento orgánico municipal. En concreto, tales normas tenían por objeto 
permitir la participación por medios telemáticos de quienes se encontraran en 
ciertas situaciones que imposibilitaban la asistencia presencial, singularmente 
en el caso de cargos electos afectados por enfermedades graves, riesgo du-
rante el embarazo y situaciones de baja por maternidad/paternidad. Así pues, 
se suscitó la duda de si, en ausencia de previsión legal específica y ante la 
falta de adaptación de los respectivos reglamentos municipales, los órganos 
colegiados de gobierno podían reunirse y adoptar acuerdos por medios tele-
máticos13, dictándose por entonces alguna resolución judicial que prohibía 
expresamente la celebración presencial de las sesiones del pleno municipal 
como medida cautelar14. 

11.  Véase la iniciativa legislativa en las Cortes Generales de modificar la LBRL con la 
finalidad de “permitir el voto telemático de los concejales en ayuntamientos y diputaciones 
provinciales en supuestos de baja por maternidad, paternidad, embarazo y enfermedad gra-
ve”. El texto se encuentra accesible en http://www.congreso.es/public_oficiales/L12/CONG/
BOCG/B/BOCG-12-B-128-1.PDF (Boletín Oficial del Congreso de los Diputados, XII Le-
gislatura, Serie B, 2 de junio de 2017, núm. 128-1).

12.  A este respecto, véase el artículo 16 de la Ley 7/2018, de 14 de diciembre, de Castilla 
y León, por la que se regula la Conferencia de Titulares de Alcaldías y Presidencias de Di-
putación, el estatuto de los miembros de las entidades locales y la información en los plenos.

13.  Alamillo Domingo, I. y Valero Torrijos, J., “La continuidad del gobierno municipal 
y la administración electrónica como medida de contingencia en la crisis del SARS-CoV-2/
COVID-19”, El Consultor de los Ayuntamientos, 20 de marzo de 2020.

14.  Es el caso, singularmente, del auto dictado por el Juzgado de lo Contencioso-Ad-
ministrativo núm. 1 de León de 26 de marzo de 2020, cuyo texto se encuentra disponible 
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Finalmente, mediante Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, se in-
corporó un tercer apartado en el artículo 46 LBRL, donde, con relación a 
la celebración telemática de las sesiones plenarias, se estableció: “cuando 
concurran situaciones excepcionales de fuerza mayor, de grave riesgo colec-
tivo, o catástrofes públicas que impidan o dificulten de manera despropor-
cionada el normal funcionamiento del régimen presencial de las sesiones de 
los órganos colegiados de las entidades locales, estos podrán, apreciada la 
concurrencia de la situación descrita por el alcalde o presidente o quien váli-
damente les sustituya al efecto de la convocatoria de acuerdo con la normati-
va vigente, constituirse, celebrar sesiones y adoptar acuerdos a distancia por 
medios electrónicos y telemáticos, siempre que sus miembros participantes se 
encuentren en territorio español y quede acreditada su identidad. Asimismo, 
se deberá asegurar la comunicación entre ellos en tiempo real durante la se-
sión, disponiéndose los medios necesarios para garantizar el carácter público 
o secreto de las mismas según proceda legalmente en cada caso”, considerán-
dose medios válidos a tal efecto “las audioconferencias, videoconferencias, u 
otros sistemas tecnológicos o audiovisuales que garanticen adecuadamente la 
seguridad tecnológica, la efectiva participación política de sus miembros, la 
validez del debate y votación de los acuerdos que se adopten”.

Ya en vigor la citada reforma, se produjo la impugnación de la convo-
catoria de una sesión plenaria del Ayuntamiento de Marchena, a celebrar por 
medios telemáticos, cuya resolución ha tenido lugar a través de la Sentencia 
56/2021 del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo número 14 de Sevi-
lla, de 18 de marzo de 202115. En concreto, a partir de la reforma legal trans-
crita, se discutía hasta qué punto cabía optar por dicha modalidad no presen-
cial una vez finalizado el estado de alarma; cuestión que se resuelve por el 
órgano jurisdiccional en el sentido de considerar que la excepcional situación, 
todavía persistente desde el punto de vista de la salud pública, encajaba en 
la previsión legal de “fuerza mayor, de grave riesgo colectivo, o catástrofes 
públicas”. Aunque el órgano jurisdiccional parte de la preferencia legal por 
la celebración presencial de las sesiones plenarias, entiende que concurrían 
evidentes razones de salud pública que, en atención a la grave crisis sanitaria 
y a pesar de haber decaído el estado de alarma, justificaban la celebración 
telemática de la sesión al contarse con los medios técnicos adecuados. En 
todo caso, según concluye la sentencia, la parte recurrente tampoco llega a 

en https://www.leonoticias.com/leon/juzgado-ratifica-decision-20200402142526-nt.html 
(último acceso: 1 de abril de 2021).

15.  ECLI:ES:JCA:2021:27
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demostrar qué punto del día, debate o acuerdo no pudo ser adoptado o lo fue 
sin garantías.

Así pues, solo de manera excepcional se contempla legalmente la posi-
bilidad de utilizar medios telemáticos para la celebración de las sesiones del 
pleno municipal si concurren las circunstancias legalmente previstas a las que 
se acaba de aludir siempre que, además, se garanticen las medidas de seguri-
dad y la publicidad de las sesiones. Por lo que se refiere a la participación por 
medios telemáticos en las sesiones presenciales de miembros electos en los 
que concurra alguna situación personal, se trata de una posibilidad que ha de 
encontrarse prevista en la correspondiente normativa municipal, ya que el le-
gislador básico no ha considerado oportuno incorporarla con carácter general 
a pesar de haberse suscitado el debate en las Cortes Generales. Finalmente, 
con relación a la Junta de Gobierno, al no existir regulación legal de carácter 
básico ni prohibición al respecto, cada entidad podrá establecer esta posibili-
dad a través de su respectiva normativa orgánica.

Dada la importancia de las sesiones de estos órganos para el normal fun-
cionamiento de la Administración municipal, una vez superada la excepcio-
nal situación vivida en el último año, parece más que justificado que el legis-
lador estatal básico asuma la tarea de fijar una regulación general de carácter 
ordinario teniendo en cuenta la singularidad de tales órganos y las necesarias 
medidas tecnológicas y organizativas que se han de respetar para garantizar 
adecuadamente el interés público y los derechos que se pueden ver afectados, 
tanto de los cargos electos como de la propia ciudadanía por lo que se refiere 
a la publicidad de las sesiones y, en última instancia, su participación efectiva 
y directa.

4 
La organización municipal, ¿al servicio de una apuesta decidida por la 
modernización tecnológica?
Con la reforma del procedimiento administrativo y el régimen jurídico del 
sector público de 2015 se pretendió ofrecer un marco legislativo adecuado 
para culminar el proceso de modernización tecnológica que, en el caso de la 
Administración municipal, se encontraba condicionado por las insuficiencias 
regulatorias de la normativa de 2007 anteriormente expuestas. Al margen del 
retraso de la entrada en vigor hasta el día 2 de abril de 2021 de la regulación 
correspondiente a algunas herramientas esenciales, lo cierto es que el resto 
de las previsiones de la LPAC y la LRJSP se encuentran plenamente vigen-
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tes desde el año 201616. Así, las disposiciones relativas a la identificación y 
firma electrónica, la posibilidad de otorgar poderes de representación apud 
acta en las sedes electrónicas, la prohibición del soporte papel para los actos 
administrativos salvo que su naturaleza así lo exigiera, la relación obligatoria 
entre entidades públicas por medios electrónicos como base para satisfacer el 
derecho a no presentar documentos que ya tuvieran en su poder, la práctica 
de notificaciones por medios electrónicos —preceptiva para las personas ju-
rídicas y ciertas personas físicas, según el artículo 14 LPAC— o, sin ánimo 
exhaustivo, las actuaciones automatizadas, ya debían cumplirse cuando en 
marzo de 2020 explota la pandemia ocasionada por el COVID-19 y se or-
dena el confinamiento y la consiguiente limitación en los desplazamientos 
ocasionada por la declaración del estado de alarma, imposibilitándose —o, 
cuando menos, dificultándose sustancialmente— la atención presencial en las 
oficinas municipales.

Al margen de las implicaciones relativas al teletrabajo, que son objeto 
de análisis en otro trabajo de este Anuario, la pregunta a plantear, en con-
secuencia, resulta más que evidente: ¿por qué no se continuó normalmente 
la actividad administrativa al margen de los actos de comunicación relati-
vos a aquellas personas físicas que, al no tener obligación de utilizar medios 
electrónicos, no disponían de los medios adecuados para relacionarse con la 
Administración municipal? En los siguientes epígrafes trataremos de dar una 
respuesta desde las dificultades que se plantearon desde la perspectiva orga-
nizativa, esto es, teniendo en cuenta las medidas estructurales que deberían 
haberse adoptado para dar pleno cumplimiento a las obligaciones legales.

4.1 
Presentación de escritos, solicitudes y comunicaciones a través de 
registros electrónicos
Según el artículo 14.2 LPAC, los sujetos allí relacionados están obligados a 
relacionarse telemáticamente con las administraciones públicas. A tal efecto, 
la presentación de cualquier escrito habrá de realizarse a través de un registro 
electrónico, herramienta que ya se contemplaba en la LAE desde el año 2007. 
A este respecto, a pesar de alguna resolución judicial que matiza el alcance 

16.  Según la disposición final séptima LPAC, con la salvedad antes realizada sobre la 
regulación del registro electrónico, el registro de apoderamientos, el de funcionarios habili-
tados y el archivo electrónico único, el resto de su regulación entró en vigor en octubre de 
2016. Por lo que se refiere a la LRJSP, sus previsiones relativas a la administración electróni-
ca entraron en vigor en idéntica fecha, tal y como dispone su disposición final decimoctava.
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de estas previsiones17, lo cierto es que se ha venido admitiendo en los últimos 
años que cierto tipo de sujetos y, en particular, las personas jurídicas tienen la 
obligación de relacionarse con las administraciones públicas exclusivamente 
por medios electrónicos, lo que, en definitiva, supone la necesaria utilización 
de los registros electrónicos a la hora de realizar la presentación de cualquier 
escrito o documento. Incluso en algún caso se ha procedido a la aplicación de 
la regla de subsanación que contempla el artículo 68.4 LPAC para aquellos 
supuestos en los que el sujeto, aun teniendo obligación de utilizar medios 
electrónicos, optase por la presentación en soporte papel.

Ahora bien, en el caso de que alguna entidad no dispusiera del correspon-
diente registro electrónico, al amparo de lo dispuesto en el artículo 16.4 LPAC 
cualquier escrito dirigido a la Administración municipal podría presentarse en 
los registros de otras entidades, si bien habría resultado incongruente exigir 
el uso del medio telemático cuando ni siquiera se hubiere dado cumplimiento 
a la obligación legal —vigente desde 2007— de poner en funcionamiento el 
propio registro electrónico. En este sentido, la suspensión e interrupción de 
los plazos y los términos acordada con la declaración del estado de alarma 
impidió que se generasen situaciones de indefensión al no poder realizar los 
trámites, si bien se trató de una solución provisional que, por el contrario, no 
serviría para dar respuesta a los problemas que se suscitan actualmente. 

En todo caso, más allá de que el sujeto esté legalmente obligado a uti-
lizar el medio telemático, la falta de disponibilidad del propio registro elec-
trónico municipal para realizar cualquier trámite ante la respectiva entidad 
local resulta especialmente problemática a día de hoy, sobre todo al haberse 
generalizado la práctica consistente en exigir cita previa simplemente para 
presentar escritos en las oficinas de asistencia en materia de registros, ya que 
la asignación de fecha y franja horaria puede demorarse varios días e, incluso, 
semanas. En consecuencia, se puede estar obligando al sujeto que pretende 
realizar la actuación a utilizar el registro de otra entidad en flagrante incum-

17.  A este respecto, véase la Sentencia 276/2018, de 29 de mayo, de la Sala Con-
tencioso-Administrativa, Sección 8.ª, del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad 
de Madrid (ECLI:ES:TSJM:2018:7644), que considera contraria al principio de confianza 
legítima, y a los propios actos de la Administración, la exigencia del uso de medios electró-
nicos cuando se había ya otorgado un plazo de subsanación para completar la presentación 
del recurso administrativo formulado presencialmente en un primer momento. En todo 
caso, debe dejarse constancia de otra línea jurisprudencial más contundente, según la cual 
procede aplicar la consecuencia prevista en el artículo 68.4 LPAC si la presentación en 
soporte electrónico tuvo lugar fuera del plazo inicial. Entre otras, Sentencia 486/2019, de 8 
de octubre, de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia 
de Galicia, Sección 2.ª (ECLI:ES:TSJGAL:2019:5399).
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plimiento del artículo 16 LPAC ya que, de lo contrario, correría un riesgo 
evidente de extemporaneidad.

4.2 
Identificación y firma electrónica
Una de las principales dificultades detectadas durante el confinamiento a la 
hora de facilitar el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de las obli-
gaciones fue la necesidad de contar con un sistema de identificación y firma 
electrónica, en particular dada la exigencia legal de acudir a una oficina admi-
nistrativa para la acreditación de la identidad como paso previo a la obtención 
del correspondiente certificado digital. En concreto, este problema afectó ini-
cialmente a los sujetos interesados en realizar trámites ante la Administración 
municipal, ya fuera mediante el correspondiente registro electrónico o, en 
su caso, a la hora de identificarse para acceder a la notificación de un acto 
administrativo. 

Pero, asimismo, el problema se proyectó a nivel interno en la propia 
organización administrativa y, en concreto, sobre el propio personal de la 
Administración municipal, ya que, aun continuando con la ejecución de sus 
funciones a través del teletrabajo, en muchos casos no podía firmar documen-
tos al carecer del correspondiente certificado digital. Esta misma dificultad se 
pudo plantear, asimismo, respecto de los titulares de los órganos administrati-
vos, ya que en el caso de no disponer de dicha herramienta no pudieron firmar 
digitalmente los actos administrativos que debieran dictar en el ejercicio de 
su competencia. En el caso de que la propia entidad local no hubiese provisto 
a dichos sujetos de la referida herramienta se habría producido un evidente 
incumplimiento, ya que debería haber tomado las oportunas medidas a nivel 
organizativo y de formación.

4.3 
Tramitación de los expedientes administrativos en soporte 
electrónico: sus implicaciones organizativas
En efecto, según el artículo 36 LPAC los actos administrativos se “producirán 
por escrito a través de medios electrónicos, a menos que su naturaleza exija 
otra forma más adecuada de expresión y constancia”. Como puede compro-
barse, se trata de una obligación que solo decae cuando la naturaleza del acto 
exija otro soporte, de manera que nos encontramos ante un concepto jurídico 
indeterminado que en modo alguno cabe considerar que atribuye a la Admi-
nistración libertad de elección.

En el caso de los particulares, si bien es cierto que el artículo 14 LPAC 
reconoce a las personas físicas el derecho a elegir si utilizan o no medios 
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electrónicos en sus relaciones administrativas y que esta libertad implica que 
persista el formato papel en algunas comunicaciones —singularmente en la 
presentación de escritos en las oficinas de asistencia en materia de registros y 
en la práctica de las notificaciones—, el legislador ha establecido una medida 
contundente en orden a garantizar que no se incorporen documentos en sopor-
te papel en los expedientes. En concreto, el artículo 16.5 LPAC exige que los 
documentos que se presenten de manera presencial sean digitalizados por la 
oficina de asistencia en materia de registros en la que hayan sido presentados.

Así pues, como ha quedado evidenciado y reconoce expresamente el pro-
pio legislador en el Preámbulo, “la tramitación electrónica no puede ser toda-
vía una forma especial de gestión de los procedimientos, sino que debe cons-
tituir la actuación habitual de las administraciones”. ¿Realmente se cumplen 
en la práctica estas previsiones legales? De haber sido afirmativa la respuesta 
buena parte de los problemas de tramitación administrativa y las dificultades 
en el funcionamiento interno de las entidades locales que generó inicialmente 
la declaración del estado de alarma y que, en gran medida, persisten dada la 
evolución de la pandemia, se habrían podido afrontar con mayor eficacia. Y 
en este caso ni siquiera existía la menor duda acerca de la vigencia de las pre-
visiones legales, dado que el legislador no había diferido su entrada en vigor 
y debían respetarse desde octubre de 2016.

4.4 
Las plataformas de intercambio de datos
Una de las principales dificultades a la hora de proceder a la modernización 
tecnológica de las administraciones públicas es la relativa a la falta de inter-
conexión entre sus respectivos sistemas de información y plataformas. Más 
que de un problema estrictamente jurídico o tecnológico, en realidad nos en-
contramos ante un desafío en gran medida organizativo e institucional, que 
con mucha frecuencia viene determinado por la falta de compromiso en el 
efectivo cumplimiento de las obligaciones legales, en particular las relativas 
a la simplificación del procedimiento administrativo, tal y como se ha evi-
denciado si cabe con mayor intensidad como consecuencia de los problemas 
derivados del confinamiento y las limitaciones posteriores impuestas por ra-
zones de salud pública.

En efecto, según dispone el artículo 28.2.a) LPAC “los interesados tie-
nen derecho a no aportar documentos que ya se encuentren en poder de la 
Administración actuante o hayan sido elaborados por cualquier otra Adminis-
tración”. En consecuencia, la práctica habitual consistente en exigirles la pre-
sentación de numerosos documentos generados por otras entidades públicas 
o que, incluso, ya tiene en su poder la propia Administración municipal ante 
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la que se tramite el procedimiento, no solo puede convertirse en una auténtica 
odisea si tenemos en cuenta las actuales limitaciones en la movilidad y la 
atención presencial al público, sino que, en última instancia, resulta manifies-
tamente contraria a derecho.

Ahora bien, no es menos cierto que el reconocimiento de este derecho 
solo puede darse en la medida en que, por parte de la Administración munici-
pal, se haya elaborado previamente un inventario de los procedimientos que 
tramite, de manera que se identifiquen aquellos que requieran obtener docu-
mentación de otras entidades públicas o que, en su caso, ya conste en otros 
servicios municipales distintos del que tramita el procedimiento. A partir de 
esta premisa inexcusable se podría dar el siguiente paso, consistente en facili-
tar el acceso a la información necesaria para la instrucción del expediente, lo 
que puede resultar más sencillo desde el punto de vista organizativo —pero 
también jurídico, sobre todo desde la perspectiva de la protección de los datos 
de carácter personal— en el caso de que los datos se encuentren ya en poder 
de la propia entidad. En el supuesto de que no sea así, aunque las exigencias 
sean más complejas, lo cierto es que existe una indiscutible base legal para 
articular soluciones de comprobación de los datos necesarios para la adop-
ción de la decisión administrativa, en concreto al amparo de lo dispuesto en 
el artículo 155 LRJSP18.

Más aún, si bien en algunos casos las comprobaciones al amparo del 
citado precepto legal se realizan de manera directa por personas físicas, en 
realidad no hay el menor inconveniente en que se lleven a cabo mediante 
actuaciones automatizadas al amparo de lo dispuesto en el artículo 41 LRJSP, 
si bien la efectiva implantación de este modelo exige un análisis previo de los 
requisitos técnicos, jurídicos y organizativos que faciliten la interconexión, 
ya que, en definitiva, todos los mecanismos de control y supervisión han de 
encontrarse predefinidos de antemano. Sin duda, esta ha sido una de las prin-
cipales dificultades que se han observado en el funcionamiento de algunas 
administraciones municipales durante el estado de alarma e, incluso, persiste 
en gran medida como un serio obstáculo para la transformación digital de los 
procedimientos administrativos, no solo ya en la mera comprobación de los 
datos en la fase de instrucción, sino, además y sobre todo, a la hora de plan-
tear servicios proactivos y personalizados.

18.  De hecho, son numerosos los trámites incorporados al servicio ofrecido por la 
Plataforma de la Administración General del Estado que han permitido eliminar los 
certificados en soporte papel. Para el acceso a las estadísticas oficiales, véase https://www.
administracionelectronica.gob.es/pae_Home/pae_Estrategias/Racionaliza_y_Comparte/
elementos_comunes/Intermediacion_de_datos.html (última visita: 1 de abril de 2021).
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4.5 
Las notificaciones de los actos administrativos
Una de las dificultades más relevantes a la hora de tramitar los procedimien-
tos administrativos durante la pandemia y, de manera especial, en los mo-
mentos iniciales de la declaración del estado de alarma, fue la práctica de las 
notificaciones. En efecto, aunque solo las personas físicas tengan legalmente 
reconocido el derecho a recibirlas en sus respectos domicilios, lo cierto es 
que muchas administraciones —en particular en el ámbito municipal— si-
guen practicando las notificaciones en soporte papel, incumpliendo de ma-
nera manifiesta las previsiones legales, en concreto por lo que se refiere a las 
personas jurídicas. Dado que el procedimiento se ha de tramitar en soporte 
electrónico, cuando la notificación debiera practicarse en el domicilio de la 
persona interesada se habrá de generar una copia auténtica en soporte papel 
del original conforme a lo dispuesto en el artículo 27 LPAC; contemplándose 
adicionalmente la necesaria puesta a disposición de la notificación en la sede 
electrónica por exigencia del artículo 42 LPAC, de manera que incluso en 
estos supuestos la comparecencia espontánea en dicha sede podría dar lugar a 
la válida recepción de la notificación aun no existiendo obligación de utilizar 
medios electrónicos.

Así, las dificultades en el funcionamiento de los servicios postales junto 
con la falta de implantación de la notificación por medios electrónicos han 
supuesto un auténtico desafío por lo que respecta al cumplimiento efectivo 
de la obligación de resolver y notificar, generando el riesgo del otorgamiento 
por silencio administrativo de las pretensiones formuladas en las solicitudes 
o, en el caso de los procedimientos iniciados de oficio susceptibles de ge-
nerar efectos desfavorables, de producirse la caducidad con el consiguiente 
perjuicio para el interés público. Si bien la suspensión de los plazos impidió 
que se generasen tales consecuencias en los momentos iniciales del estado 
de alarma, una vez superada esa primera fase persisten los problemas deri-
vados de la falta de herramientas electrónicas para proceder a la notificación 
de los actos administrativos. Ahora bien, en última instancia esta dificultad 
podría solventarse con la adhesión a los correspondientes servicios estatal o 
autonómico, sin perjuicio de habilitar el acceso a través de la respectiva sede 
electrónica, que, conviene recordar, debería haberse puesto en marcha desde 
2007 al amparo de la LAE.

4.6 
El archivo de los documentos electrónicos
Como se ha analizado en los epígrafes anteriores, la totalidad de las actua-
ciones administrativas han de llevarse a cabo por medios electrónicos, sin 
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perjuicio del derecho que tienen algunos sujetos —singularmente las perso-
nas físicas— a utilizar medios presenciales, con la consecuencia de que sea 
preciso en estos casos utilizar documentos en soporte papel que, en todo caso, 
habrán de digitalizarse o, en el caso de las notificaciones, imprimirse a partir 
del original en soporte electrónico; todo ello al amparo del régimen de copias 
previsto en el artículo 27 LPAC.

En consecuencia, tal y como establece el artículo 17.2 LPAC —siguien-
do en este caso el precedente del artículo 31.2 LAE, que se refería a los docu-
mentos electrónicos que contuvieran actos administrativos— existe una obli-
gación legal de que la Administración municipal adopte las medidas técnicas 
y organizativas necesarias para la conservación de los actos y documentos en 
soporte electrónico. Por su parte, el artículo 46 LRJSP refuerza esta obliga-
ción, añadiendo que se “asegurará en todo caso la posibilidad de trasladar los 
datos a otros formatos y soportes que garanticen el acceso desde diferentes 
aplicaciones”.

Es importante advertir que se trata de una obligación que, en todo caso, 
es independiente de la relativa a la puesta en marcha de un archivo único 
para cada entidad, medida esta última cuya efectividad fue diferida al día 2 
de abril de 2021. Así pues, aunque la integración funcional de todos los ar-
chivos municipales en un único sistema no ha sido exigible hasta esa fecha, 
ya con anterioridad existía la necesidad de proceder al archivo de los actos y 
documentos administrativos, con independencia de que se hubieran generado 
inicialmente en soporte papel o electrónico. De hecho, desde 2010 se dispone 
de criterios técnicos y organizativos que, al amparo del Esquema Nacional de 
Seguridad y el Esquema Nacional de Interoperabilidad, deben respetarse a la 
hora de garantizar la integridad, autenticidad, confidencialidad, calidad, pro-
tección y conservación de los documentos almacenados; exigencia reforzada 
legalmente por el artículo 17 LPAC y el artículo 46 LRJSP.

5 
Reflexión final
Tal y como se ha evidenciado en las páginas anteriores, desde el año 2016 se 
disponía ya de un marco legislativo adecuado para haber puesto en marcha 
servicios completos de administración electrónica a nivel municipal, bien me-
diante herramientas propias o, en su defecto, aprovechando las posibilidades 
de colaboración interadministrativa. Por lo que se refiere a la eventual alega-
ción de la falta de vigencia de aspectos relevantes de la reforma de 2015, lo 
cierto es que ya con anterioridad existía una obligación de disponer de regis-
tros electrónicos al amparo de la LAE; nada impedía el otorgamiento de apo-
deramientos apud acta a través de la respectiva sede electrónica, sin perjuicio 
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de que los registros de apoderamientos no se hayan puesto en marcha hasta 
abril de 2021; y, en todo caso, los documentos y actos en soporte electrónico 
han debido conservarse en todo momento, si bien es cierto que la obligatorie-
dad de disponer de un archivo único por parte de cada Administración no ha 
sido exigible hasta abril de 202119.

Así pues, por lo que se refiere a los aspectos estructurales y organizati-
vos relativos a la implantación de la tecnología en la gestión administrativa 
municipal, se trata de salvedades mínimas que en modo alguno afectaban a la 
efectividad del marco normativo general en torno al cual se podría haber dado 
respuesta efectiva a las limitaciones y dificultades generadas por la lucha 
contra el COVID-19. Y, de hecho, en aquellos aspectos donde existían dudas 
razonables que podrían haber afectado a la seguridad jurídica de la actividad 
municipal se procedió a impulsar una inmediata respuesta normativa, como 
sucedió con la habilitación expresa de las reuniones telemáticas del pleno y, 
asimismo, el reconocimiento explícito del teletrabajo en la normativa sobre 
empleo público.

La experiencia del último año, por tanto, nos ha venido a demostrar que 
en muchos casos existía un abismo entre las previsiones normativas y la prác-
tica administrativa diaria, de manera que se han llegado incluso a consolidar 
prácticas —caso, singularmente, de la cita previa para simplemente presen-
tar solicitudes y escritos o, sin ánimo exhaustivo, la utilización del papel en 
la tramitación de los expedientes— muy dudosas que, en última instancia, 
pueden afectar negativamente al ejercicio de derechos reconocidos legalmen-
te. En consecuencia, “si las administraciones locales proceden a una correc-
ta implementación de su modelo de e-administración y de su plataforma de 
tramitación electrónica de procedimientos tendrán con posterioridad mucho 
avanzado para la implantación de otras reformas administrativas basadas en 
la tecnología”20.

A este respecto, es importante tener en cuenta la nueva regulación bá-
sica que incorpora el Real Decreto 203/2021, de 30 de marzo, por el que 
se aprueba el Reglamento de actuación y funcionamiento del sector público 
por medios electrónicos. Aun limitándose en gran medida a dar continuidad 

19.  En definitiva, la implantación integral del uso de medios electrónicos en todos los 
trámites y actuaciones municipales era, más bien, una “cuestión de actitud” (Campos Acuña, 
C., “Una proyección de futuro: retos de las entidades locales ante el nuevo marco normativo 
y medidas para garantizar su cumplimiento”, en AA. VV., El procedimiento administrativo 
local tras la Ley 39/2015, Wolters Kluwer-El Consultor, 2016, pp. 867-872).

20.  Martínez Gutiérrez, R., El procedimiento administrativo electrónico en las 
administraciones locales. Aspectos metodológicos y normativos del proceso de implantación, 
CEMCI, Granada, 2018, p. 208.
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al modelo legal de 2015, ahora en el nivel reglamentario, como una de sus 
principales novedades apunta, a modo de principios generales, algunas de las 
líneas que deberían ir planteándose en el futuro. Entre ellas destacan la au-
tomatización de la actuación administrativa, la facilidad de uso de las herra-
mientas, así como sobre todo la proactividad y personalización de los servi-
cios21. En última instancia, el principal desafío consiste en cambiar el enfoque 
desde los procedimientos a los servicios de calidad22, todo ello teniendo en 
cuenta la necesidad de proceder a una readaptación de las garantías jurídicas 
que requiere ir más allá del mero cumplimiento formal de las previsiones 
legislativas y, en definitiva, impulsar una efectiva transformación digital en 
las estructuras organizativas y los aspectos funcionales de la actividad admi-
nistrativa municipal23.

6 
Bibliografía
Alamillo Domingo, I. y Valero Torrijos, J., “La continuidad del gobierno 

municipal y la administración electrónica como medida de contingencia en 
la crisis del SARS-CoV-2/COVID-19”, El Consultor de los Ayuntamien-
tos, 20 de marzo de 2020.

Campos Acuña, C., “Una proyección de futuro: retos de las entidades loca-
les ante el nuevo marco normativo y medidas para garantizar su cumpli-
miento”, en AA. VV., El procedimiento administrativo local tras la Ley 
39/2015, Wolters Kluwer-El Consultor, 2016.

Colón de Carvajal, B., “El papel instrumental de las diputaciones provincia-
les en la consecución de los objetivos normativos”, en AA. VV., El pro-
cedimiento administrativo local tras la Ley 39/2015, Wolters Kluwer-El 
Consultor, 2016.

Criado Grande, J. I. y Ramilo Araujo, M.ª C., “e-administración: ¿Un reto 
o una nueva moda? Problemas y perspectivas de futuro en torno a Internet 
y las tecnologías de la información y la comunicación en las administra-

21.  Velasco Rico, C. I., “Personalización, proactividad e Inteligencia Artificial. ¿Un 
nuevo paradigma para la prestación electrónica de servicios públicos?”, Internet, Derecho y 
Política, núm. 30, 2020.

22.  Sobre esta idea, véase Martín Delgado, I., “El acceso electrónico a los servicios 
públicos: hacia un modelo de Administración digital auténticamente innovador”, en Quadra, 
T. de la y Piñar, J. L. (dirs.), Sociedad digital y Derecho, BOE-Red.es, Madrid, 2018, pp. 
187-190.

23.  Para profundizar sobre las implicaciones concretas de este enfoque, véase Valero 
Torrijos, J., “La necesaria reconfiguración de las garantías jurídicas en el contexto de la 
transformación digital del sector público”, en Quadra, T. de la y Piñar, J. L. (dirs.), Sociedad 
digital y…, cit., pp. 375-396.



Fundación Democracia y Gobierno Local · Institut de Dret Públic332 Anuario del Gobierno Local  2020

El uso de medios electrónicos ante la crisis del COVID-19 desde la perspectiva de la organización...

ciones públicas del siglo XXI”, Revista Vasca de Administración Pública, 
núm. 61, 2001.

Martín Delgado, I., “Del riesgo de paralización en la implantación de la ad-
ministración electrónica”, Actualidad jurídica Aranzadi, núm. 781, 2009.

―	“El acceso electrónico a los servicios públicos: hacia un modelo de Admi-
nistración digital auténticamente innovador”, en Quadra, T. de la y Piñar, 
J. L. (dirs.), Sociedad digital y derecho, BOE-Red.es, Madrid, 2018.

Martínez Gutiérrez, R., El procedimiento administrativo electrónico en las 
administraciones locales. Aspectos metodológicos y normativos del proce-
so de implantación, CEMCI, Granada, 2018.

―	El régimen jurídico del nuevo procedimiento administrativo común, Aran-
zadi, Cizur Menor, 2018.

Menéndez Sebastián, E., “El procedimiento administrativo electrónico”, en 
Fernández Villazón, L. A., Derecho y nuevas tecnologías, Civitas, Cizur 
Menor, 2020.

Rego Blanco, M.ª D., “La presentación de solicitudes, escritos y documentos 
ante las administraciones públicas”, en Gamero Casado, E. (dir.), Tratado 
de procedimiento administrativo común y régimen jurídico básico del sec-
tor público, vol. I, Tirant lo Blanch, Valencia, 2017.

Valero Torrijos, J., “Los órganos administrativos”, en Gamero Casado, E. 
(dir.), Tratado de procedimiento administrativo común y régimen jurídico 
básico del sector público, vol. II, Tirant lo Blanch, Valencia, 2017.

Velasco Rico, C. I., “Personalización, proactividad e Inteligencia Artificial. 
¿Un nuevo paradigma para la prestación electrónica de servicios públi-
cos?”, Internet, Derecho y Política, núm. 30, 2020.


